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l. Concepto unitario del patrimonio eclesiástico. 
1. Nos parece ineludible, en una ponencia que versa sobre un as-
pecto parcial de la propiedad eclesiástica, partir del concepto unita-
rio que reviste el patrimonio de la Iglesia. 
En efecto, el conjunto de bienes sobre los que recae la propiedad 
eclesiástica, aun constituyendo muchos de ellos, en la sistemática 
del Código, piezas deslabazadas del sistema económico de la Iglesia, 
en esto precisamente convienen: que, juntos, forman el patrimonio 
eclesiástico. Hasta el punto, que caen todos ellos bajo la común de-
nominación de "bienes eclesiásticos" (can. 1497, 1). 
Ahora bien, si se trata de estudiar la propiedad de los réditos be-
neficiales, nos parece evidente que, en primer término, habrá que 
relacionar estos frutos con los bienes dotales de donde proceden, por-
que únicamente así se podrá averiguar cómo cumplen los réditos el 
preciso fin que se le asigna a la dote, y preguntarnos además si al ser 
desgajados de ésta, se independizan también de la consideración de 
bienes eclesiásticos. 
Por otro lado, hacer referencia a la dote supone estudiar qué aña-
den los "bienes beneficiales" al concepto de "bienes eclesiásticos". Y 
si los primeros, como parece obvio en la actual legislación, siguen 
vinculados al concepto unitario del patrimonio de la Iglesia, hasta el 
punto de constituir buena parte del mismo, interesará sobremanera 
dejar sentadas cuáles son las características fundamentales de la pro-
piedad eclesiástica. 
Permítasenos, pues, a continuación, reseñar bravemente los rasgos 
más específicos de la propiedad eclesiástica, que juntos hacen posible 
hablar de un concepto unitario de la misma. 
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2. La primera y más fundamental característica del patrimonio 
eclesiástico es su insoslayable subordinación a unos determinados 
fines, que no son otros que los propios de la Iglesia, según indirecta-
mente se deduce del can. 1496 1 Y ello, como expresión suma de que el 
cumplimiento de esos fines es la razón última que justifica teológica 
y jurídicamente la existencia de la propiedad eclesiástica 2. 
Huelga, por tanto, consignar que los fines señalados en el can. 
1496 estructuran a todos los bienes eclesiásticos, es decir, no solamen-
te son fines de los bienes que recauda la Iglesia universal. 
En primer término, prescindiendo ahora de otras consideraciones 
doctrinales y reduciéndonos al Código, porque el citado canon, en 
cuanto introductorio al tratamiento del patrimonio eclesiástico, es 
aplicable a cada una de sus piezas singulares. 
Además, apoya esta misma conclusión el hecho de que por "bienes 
eclesiásticos" se entiendan no sólo los que pertenecen a la Iglesia 
universal y a la Santa Sede, sino también aquellos otros que obran en 
poder de cualquier persona moral en la Iglesia (can. 1497). Y, por: su-
puesto, entendemos entre estas últimas al beneficio, como veremos. 
Precisamente en esta línea han de situarse algunos recientes tra-
bajos que, al estudiar el origen del patrimonio eclesiástico, han pro-
curado destacar las raíces de donde arrancan los fines que se le asig-
nan tradicionalmente. 
Se ha hablado, así, del "carácter de utilidad pública y social" con 
que la Iglesia marcó a su patrimonio desde el principio, recordando 
aquellas expresiones patrísticas y conciliares en que esa utilidad es 
evidente 3. 
Otras veces, siguiendo las líneas marcadas anteriormente, se ha 
insistido sobre los fines originarios del patrimonio eclesiástico, obser-
I. Decimos indirectamente, porque tanto da enumerar los fines del p3.trimonio ecle-
siástico como asIgnar E'SOS mismos fines, esa misma destinación, a las fuentes del citado 
patrimonio, que es lo que en realidad hace ei can. 1496. De 3ibí, sin duda, que la doctrina 
vea comunmente en el citado canon la enumeración de los fines· de la propiedad ecle-
siástica. 
2. Teológicamente, ya que la Iglesia es una sociedad visible por voluntad de su Di-
vino Fundador. Y en el aspecto jurídico, porque la personalidad juridica de la Iglesia, en 
cuanto radicada en su misma visibilidad. es igualmente de institución. divina (can. lOO, 1). 
3· Vid. R. BIDAGOR, Los sujetos del patrimonio eclesiástico y el cdus eminens»de la 
Santa Sede, en "El Patrimonio Eclesiástico», Salamanca, 1950, p . 27-42. . 
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vando justamente que esos fines se concentraron "ab origine" en 
ayudar a toda clase de necesitados, atender al culto y sustentar con-
grUamente a los ministros sagrados 4. 
Pero, al mismo tiempo, cuando se relacionan entre sí los distintos 
conceptos de esa triple finalidad -culto, ministros, pobres-, parece 
sostenerse que, o:'iginariamente, la piedra angular de la finalidad 
del patrimonio eclesiástico reside en su destinación a los pobres. Es-
pecialmente, en 10 que al sustento del clero se refiere, se ha querido 
subsumir ese típico fin del patrimonio eclesiástico en el más general 
de la atención a los pobres, basados en que únicamente a los clérigos 
que no poseían bienes se les permitía vivir del patrimonio eclesiás-
tico 5. 
Dejaremos para más adelante la consideración de cuanto se re-
fiere a la manutención de los ministros sagrados, tema específico de 
esta ponencia. 
En 10 que toca al culto, sin embargo, conviene hacer nota" que 
los argumentos de los Santos Padres -en los que sería prolijo entrar 
detenidamente, dado el carácter de este trabajo-, no autorizan la 
conclusión de que el culto sagrado, como finalidad del patrimonio, 
estuviera supeditado a las necesidades de los pobres. 
Primeramente, porque los textos que se pueden aducir no hablan 
del patrimonio eclesiástico, sino de los bienes de los fieles, a los cuales 
ciertamente se les insiste en la obligación que tienen de acudir en 
auxilio de los pobres antes que dedicar grandes sumas en el ornato 
de las iglesias. Se trata, en suma, de recordarles el deber de la cari-
dad, e impedir la deformación que podía suponer hace" donaciones 
con destino al culto sagrado, dejando desatendidas obligaciones evi-
dentes 6. 
Por lo demás, el que algunas iglesias, en circunstancias extraor-
dinarias, ofrecieran sus vasos sagrados para la redención de cautivos, 
4. Vid. J. BOZAL, Función teológico-social de los bienes eclesiástico~ en los primeros 
siglos de la Iglesia, Madrid, 1961. 
5. . l!bid., p. 19. 
6. · "Sic et tu illum -dirá S. JUAN CRISÓSTOMo- ipsi exhibe honorem quem lege prae-
cepit, divitias tuas pauperibus erogans. Neque enim vasis aureis opu habet Deussed 
animabus aureis. Haec porro dico non quod prohibeam ne talia opera opponantur sed Pos-
tulans ut enim his, et ante haec elemosyna erogetur» (Hom in Math., LU; M.G. 
58-508). 
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no autoriza a pensar que el culto estuviera supeditado a las necesi-
dades de los pobres, sino únicamente que entonces, y en nuestros días, 
la Iglesia ha tenido presente las necesidades de los menesterosos, a las 
que subviene con aquella parte de su patrimonio que juzga oportuno. 
Por tanto, si el fundamento de la "utilidad pública y social" se 
pretendiese radicar en la función que la propiedad eclesiástica des-
empeña con respecto a los necesitados, se correría sin duda el riesgo 
de entender incorrectamente la verdadera naturaleza de los fines del 
patrimonio eclesiástico. 
En efecto, la Iglesia no tiene por misión ali.-rnentar a los pobres 
-aun cuando de ellos se haya cuidado y se cuide~, sino prorrogar 
en el tiempo la acción redentora de Cristo. Puede suceder -y de ello 
es maestra la Historia- que, según las circunstancias de los tiempos, 
haya tenido que mostrar a los mismos fieles en qué consiste el "man-
datum novum", incluso en su aspecto patrimonial. Pero siempre ha 
sido cierto que tienen una mayor importancia aquellos fines de su 
patrimonio más directamente vinculados a su propia misión corre-
dentara, en la cual está contenido también socorrer materialmente 
a los necesitados. 
3. En este sentido, y aun cuando los señalados fines incidan al 
mismo en el patrimo.nio eclesiástico, supuesto que son concreciones 
de un fin único -el de la Iglesia-, cabría hablar de una gradación 
entre ellos. La misma que parece contenida en el can. 1496, fiel tra-
sunto de las fuentes conciliares y patrísticas que han llegado hasta 
nosotros. 
Así, en la enumeración de los fines a que se destinan los bienes 
eclesiásticos, no aparecen las necesidades de los pobres, aun cuando 
se pueden considerar incluídas en "los demás fines propios" de la 
Iglesia. 
Ello significa, por una parte, que son los fieles quienes deben pa-
ner a disposición de los pobres lo que necesiten 7. Y, por otra, que ló-
gicamente serán los necesitados los destinatarios de las múltiples 
obras caritativas promovidas por la Iglesia. Pero a ésta, viene a decir 
el can. 1496, de manera primordial corresponde proveer de lo nece-
7. Vid. S. TOMÁS DE AQUINO, Suma teologica. Il-Il, q. 66, a. 2, C. 
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sario para el culto y sus ministros, recabando de los fieles la corres-
pondiente contribución. 
Ello no · obstante, el ordenamiento canónico habla de los pobres 
(can. 1473) cuando se trata de extender la finalidad del patrimonio 
a unos réditos, los superfluos, que por proceder de ciertos bienes ecle-
siásticos previamente separados para el fin concreto de sustentar al 
clérigo investido -bienes beneficiarios-, podían correr el riesgo de 
verse privados de esa vinculación a que está sometido todo el patri-
monio eclesiástico. 
Pero adviértase, incluso en esos casos, que junto a los pobres se 
consignan las causas pías, cuya enumeración es imposible, dando cla-
ramente a entender que, en cualquier caso, lo que se pretende es que 
esos réditos superfluos sigan vinculados de alguna manera al fin de 
los bienes raíces. 
Por lo demás, el régimen beneficial, como tendremos ocasión de 
ver, es el único que admite el concepto jurídico de "superfluo", por 
tratarse de bienes ya separados del resto del patrimonio eclesiástico 
con un fin específico: la congrua sustentación. 
En los demás bienes, podrá hablarse de mejor o peor administra-
ción, pero difícilmente de superfluidad, porque ¿cómo poder asegurar 
que determinada cantidad es ya suficiente para lograr el fin de la 
Iglesia? 
Unicamente así se pueden entender todas aquellas expresiones 
conciliares y patrísticas, tan abundantes, en que se proclama a los 
pobres -junto al culto y a los ministros sagrados- como destinata-
rios del patrimonio eclesiástico s. 
De todo ello cabe deducir, en resumen, que las expresiones aludi-
das han de ser tenidas en cuenta como datos teológicos indispensa-
bles para una correcta ordenación jurídica de la propiedad eclesiás-
tica, pero insuficientes como terminología jurídica técnica, lo que, 
por otra parte, nunca pretendieron ser. 
Razonamiento que se refuerza con sólo tener presente que, en los 
momentos a que se refieren dichas expresiones, el concepto de "res 
8. Vid. un resumen de esas ex.presiones en los trabajos citados en las notas 3 y 4. 
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sacra" no estaba restringido a aquellas cosas "quae consacratione vel 
benedictione ad divinum cultum destinata sunt" (can. 1497,2), sino 
que se confundía con el más genérico de "res ecclesiastica" 9. De ahí 
su promiscuo empleo terminológico. 
4. Dejando a un lado, por ser accidental 10, la importante influen-
cia que los fines de la propiedad eclesiástica ejercieron sobre la ina-
lienabilidad del patrimonio de la Iglesia, interesa aquí destacar, en 
un orden más doctrinal, una primera consecuencia de los fines que 
venimos reseñando: la singular posición que ocupa el Romano Pon-
tífice con respecto al patrimonio eclesiástico. 
En ello vemos nosotros un segundo dato que caracteriza neta-
mente la propiedad eclesiástica. En el cual, sin embargo, no es pre-
ciso que entremos, porque constituye precisamente el tema de otra 
ponencia. 
Permítasenos decir, no obstante, que los poderes que caracterizan 
la posición del Romano Pontífice en la cúspide del patrimonio ecle-
siástico basculan entre estos dos extremos. 
1) Por una parte, son poderes no meramente soberanos, como se 
entienden muchas veces. El error ha procedido, en éste como en tan-
tos aspectos de la ciencia canónica, de una superficial equiparación 
con situaciones parecidas contempladas por el ordenamiento civil, y, 
en este punto concreto, por la asimilación que se ha hecho con la po-
sición que el Estado ocupa respecto de la propiedad privada. 
2) Pero esta posición del Romano Pontífice no significa que se 
minimice la ordenación canónica de la propiedad eclesiástica -orde-
nación interna, podríamos llamar-o Es decir, los poderes dominicales 
del Romano Pontífice no entrañan que la atribución de los distintos 
bienes eclesiásticos a las diversas personas morales inferiores en la 
Iglesia no tenga un sentido de apropiación jurídica, querida y prote-
gida por el ordenamiento canónico. Quien viera esa asignación desde 
un punto de vista meramente táctico, vacía de contenido dominical, 
se condenaría, en nuestra opinión, a no entender el "sub suprema 
9. Vid. J. BOZAL, op. cit., p . 10. 
la. La inalienabilidad no es consustanciai a la naturaleza de la propiedad eclesiástica, 
sino solamente en la medida en que se estime necesaria, como garantía de que los fines 
del patrimonio seguirán ordenando a todos sus bienes. 
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audo-itatc Sedis Apostolicae" (can. 1499, 2), Y minimizaría la perso-
nalidad jurídica en el ámbito eclesiástico, pieza clave del sistema 
patrimonial canónico. 
Ello nos da pie para reseñar brevemente cómo juegan los fines 
del patrimonio de la Iglesia en los distintos entes eclesiásticos. Pero 
no sin antes aclarar que lo dicho a propósito de los poderes dominica-
les del Romano Pontífice vale para todos los controles jerárquicos so-
bre la propiedad eclesiástica -imposibles de enumerar aquí-, en 
cuanto que todos ellos proceden de la "potestas iurisdictionis", fuente 
de poderes en la Iglesia. 
5. El problema de la individuación del sujeto titular del patri-
monio eclesiástico, es decir, de los sujetos a los que corresponde la 
propiedad de los bienes eclesiásticos, ha ido siempre envuelto en la po-
lémica doctrinal, a través de la cual resulta a veces dificultoso abrir-
se paso. 
Solamente pocos decenios antes de la codificación, la doctrina ca-
nónica comenzó a orientarse de manera decisiva, como se ha recorda-
do 11, hacia la solución que recogió el Código. 
Así, reconocida definitivamente la personalidad jurídica de los dis-
tintos entes, se puso fin a la antigua polémica, estableciendo el canon 
1499, 2 que "dominium bonorum ... ad eam pertinet moralen perso-
nam, quae eadem bona legitime acquisiverit". 
Pero si el Código ha resuelto jurídicamente el problema del sujeto 
de los bienes eclesiásticos -ya no tiene sentido atribuirlos a Dios. a 
Cristo, los santos, o los pobres-, ello no quiere decir que se haya 
abandonado el tradicional fin de esos bienes. 
Con todo, nos parece innegable que las antiguas polémicas doctri-
nales en esta cuestión -cuya solución hemos visto en el Código- no 
hubieran tenido sentido de no haberse visto cierta incompatibilidad 
entre la finalidad de la propiedad eclesiástica y su asignación a per-
sonas singulares. 
Por ello, para evitar equívocos y mostrar la homogeneidad de la 
. II. Cfr. M. CONDORELLI. Spunti ricostruttivi per la qualificazione del potere del Pon-
te/ice sul patrimonio eclesiástico. en "Il Diritto Ecclesiastico», LXIX (1958), p. 114. 
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doctrina codicística con sus antecedentes históricos, conviene distin-
guir claramente, en toda esta materia, dos problemas distintos: uno 
doctrinal, otro técnico. 
En el aspecto doctrinal, teológico, las posiciones han sido siempre 
las mismas, ni podía ser de otro modo. Nos hemos referido ya a la 
época patrística. Igualmente se comprobaría si tuviésemos espacio pa-
ra repasar aquí otros dos momentos particularmente interesantes en 
la evolución histórica de este tema: los albores de la doctrina decre-
talista y la gran polémica del siglo XVI. 
Por referirnos brevemente a la célebre polémica entre Martín de 
Azpilcueta y Francisco Sarmiento 12, baste señalar que ambos cano-
nistas defendían con ahinco los fines del patrimonio ~clesiástico 
-cuestión doctrinal-o El desacuerdo profundo surgía cuando se tra-
taba del sujeto de los bienes eclesiásticos, tanto de los dotales como 
de sus réditos, en cuya solución técnica ninguno de ellos acertaba. 
El Doctor Navarro, en nuestra opinión, por demasiado apego a una 
terminología clásica no jurídica, únicamente válida en cuanto datos 
doctrinales ciertos. Sarmiento, más moderno quizás en sus razona-
mientos, por no haber podido enderezarlos en la dirección que, final-
mente, acogió el Código. Ambos, en suma, porque al analizar la índole 
jurídica de los bienes dotales, los réditos beneficiales y los derechos 
temporales del beneficiario experimentaron una indudable confusión 
entre el papel ordenador del derecho de propiedad -el sentido de ese 
derecho-- y la consideración del mismo como algo absoluto. 
6. Actualmente, nuevas investigaciones en torno al sujeto del 
patrimonio eclesiástico han puesto de manifiesto, como es sabido, la 
evolución del problema hasta la solución del Código. Nada se hubiese 
conseguido si, al resucitar viejos ténninos, perdiésemos de vista que 
la solución técnica adoptada por el legislador encierra toda la virtua-
lidad doctrinal de los fines de la propiedad eclesiástica. . 
Por ello, no hay que recelar de la palabra propiedad, que se com-
pagina perfectamente con que órganos de los sujetos de los bienes 
eclesiásticos sean los dispensadores de que hablan las fuentes. 
12. El resumen más claro que conocemos de la histórica polémica se debe a la pluma 
de L. DE LUCA, La te aria di Francesco Sarmiento relativamente ¡¡.i diril.# dell'invest#o §.ut 
beni e sui redditi beneficiari, en «Revista italiana per la Scienze Giuridiche», vol. VII, 
Serie III, VIII (1954), p. 363-406. 
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En este sentido, lo prescrito en el can. ·1495, 2 en favor del dere-
cho de propiedad de las personas morales canónicamente erigidas. 
viene a significar que a ellas se les asignan unos determinados bienes, 
con el objeto de que no sean "nullius" o demasiado comunes jurídica-
mente hablando. Recuérdese, en apoyo de esta solución, las vicisitu-
des del patrimonio eclesiástico en los años de las leyes desamortiza-
doras. 
Pero ello no quiere decir que el derecho de propiedad de las perso-
nas morales inferiores pueda interponerse entre los bienes y su fi-
nalidad. 
Al contrario, el derecho de propiedad representa así su verdadero 
papel de ordenador. Es un instrumento de orden 13, y las personas en 
que radican los bienes vienen a ser los "subiecta inhaesionis" de la 
clásica terminología canónica. 
De ahí que la propiedad eclesiástica, jurídicamente estructurada 
con arreglo a sus fines, no signifique una absoluta capacidad de dis-
posición -tampoco lo debe ser la propiedad privada en los ordena-
mientos seculares-o Supone, simplemente, que unos determinados 
bienes quedan separados de la masa común, origen de desórdenes. 
para ser radicados en una persona jurídica singular. 
Por ello, a la eclesiástica se le llama justamente propiedad, pues 
desempeña con respecto a los bienes eclesiásticos idéntico papel que 
la propiedad privada en la sociedad civil. Ella señala, en relación a los 
distintos bienes eclesiásticos y personas morales inferiores, los lími-
tes de lo tuyo y lo mío en materia patrimonial. Consecuentemente, 
los bienes en cuestión pueden ser vindicados "erga omnes" también 
en el ámbito estrictamente eclesiástico. 
Todo lo cual tiene especial importancia en materia de bienes y ré-
diots beneficiales, como veremos seguidamente. 
II. Manutención de los ministros sagrados y sistema beneficial. 
7. Es de sobra conocido que la manutención de los ministros sa-
grados constituye uno de los fines típicos del patrimonio eclesiástico. 
No es éste, como se comprenderá, el lugar más adecuado para en-
trar en el estudio detenido de las fuentes que atestiguan profusa-
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mente tal hecho. Baste consignar, con respecto a la época patrística, 
que se reconoce, como no podía ser menos, el derecho a vivir del altar, 
recordado ya por San Pablo 14. 
Junto a ello, se insiste en la clara doctrina de que el sacerdocio 
no es un oficio lucrativo, y que, consecuentemente, la ayuda prestada 
por la Iglesia no tiene consideración de remuneración terrena, sino 
de manutención ("ut vivas non ut luxuries") 15. 
Esta es también, en síntesis, la doctrina recogida en el Decreto de 
Graciano y en las Decretales de Gregario IX, que en punto a manu-
tención de los ministros sagrados -como en tantos otros-, no hacen 
más que recoger aquellos textos patrísticos y conciliares antiguos 
que determinaron para siempre, en fórmulas teológicas, el fin de la 
propiedad eclesiástica. Aunque, como se comprende fácilmente, todas 
esas expresiones antiguas estén matizadas, en el Decreto y las Decre-
tales, con la aplicación que se hace de ellas a circunstancias particu-
lares 16. 
Mayor interés ofrecen, desde el punto de vista jurídico, dos hechos 
que tampoco podemos tratar extensamente aquí: la cuatripartición 
y el nacimiento del régimen beneficial. Arribos suponen dos momen-
tos históricos, importantes por sus consecuencias, en orden a la es~ 
tructura jurídica de los fines de la propiedad eclesiástica, especial-
mente en lo referente a la manutención del clero. 
En cuanto a la primera, iniciada en el siglo V como reforma en la 
distribución de los réditos eclesiásticos, conviene tener presente las 
causas principales que la motivaron: evitar arbitrariedades y abusos 
en la adjudicación de esos réditos. 
y es oportuno advertir que, aun cuando ella supuso una cierta 
desmembración del patrimonio eclesiástico -hasta entonces enten-
dido como unidad absoluta-, en sí misma considerada no significa-
ba una destrucción del concepto unitario de dicho patrimonio. 
Antes al contrario, desde el momento en que la partición suponía 
13. Cfr. IOANNES XXIII, Lit. enc. Mater et Magistra, A.A.S. LIII (1961), p. 428. 
14. 1 Coro IX, 13-14. 
15. S. JERÓNIMO, Ham. in Mich, III, M.L. , 25, col. II84 . 
16. Vid. C. X, q. 1, c . 13, 14 Y 15; V . XII, q. 2, C. 3; C. XII,q. 3, c . 3; C. I, 
q. 2, C. 6; X, IlI, 5, c . 3: X, III, 25, c. 4 y 5; X, III, 26, c. 7, 8 Y 12; X, III, 25, c. l. 
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una individuación jurídicamente estable de los distintos fines a que 
debían servir 19S réditos, el patrimonio continuaba siendo uno. 
Parecida advertencia haríamos a quien tratase de investigar sobre 
los orígenes del sistema beneficial 1 7, pues no estudiaría otra cosa que 
la proyección de los fines del patrimonio eclesiástico en las realidades 
sociales y jurídicas creadas por el régimen feudal. 
Evidentemente, la fuerza de las nuevas circunstancias impuso una 
mayor descentralización de los bienes eclesiásticos. Hasta el punto, 
podemos decir, que el sistema beneficial supuso históricamente un 
paso más en la desmembración -no aniquilación- de la unidad del 
patrimonio comenzada con la cuatripat'tición. Así, con respecto a 
nuestro tema, baste recordar que el beneficio llevaba consigo una ma-
yor individuación del fin de la manutención, en torno al cual crista-
lizaron distintas masas de bienes, destinadas establemente a cubrir 
ese fin específico 18. 
Con todo, aun reconociendo la influencia que el feudalismo ejerció 
sobre el origen del sistema beneficial, nos parece unilateral referirse 
solamente a él para analizar una institución como el beneficio, y so-
bre todo para abarcar hasta qué punto la manutención de los minis-
tros sagrados, como fin, continuó entrañada en él. Porque se podría 
pensar que el sistema patrimonial del clero, nacido bajo influencias 
de las circunstancias feudales, ha llegado a tomar carta de naturaleza 
en la Iglesia sólo por vía de tolerancia. Y que la propiedad clerical 
surgida en esta época medieval puede haber sido la simple resultante 
de una práctica forzada. En suma, se podría ver en esta extrema des-
centralización, ya reseñada, una atomización del patrimonio eclesiás-
tico, con merma de su propia naturaleza y fines 19. 
17. En la explicación del 'proceso de formación y deasrrollo creemos muy conveniente 
guardarse del que se ha llamado "prejuicio historicista». Con respecto a la cuatripartición 
y, más tarde. a los origenes del sistema beneficial,vid. los orientadores esbozos de V. DEL 
GIUDICE, Nozioni di Diritto Canonico, u.a ed., Wlano, 1962, p. 306 ss. 
18. :Dbid:, p. 3I0-3II. 
19. A tal objeción habria que responderle recordando las razones históricas --rubusos 
existentes- que motivaron la cuatripartición y asignación en propiedad de cada parle, 
verdadero punto de arranque de la descentralización del patrimonio. Se podrá, sin duda, 
estudiar qué sistema es más beneficioso, y aún es posible que existan mejores razones en 
fa,vor de una mayor centralización económica -cohesión, diríamos nosotros-. Con todo, 
en este último caso, el clérigo que levante las cargas espirituales de un oficio también de-
berá ser mantenido por el patrimonio eclesiástico. En tal supuesto, sobre la suma que 
reciba para su honesta sustentación deberá constituirse también un derecho de propiedad 
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Prescindiendo ahora de argumentos históricos, y de otros muy ac-
. tuales sobre la crisis del beneficio y la posible adaptación del sistema 
económico eclesiástico 20, intentaremos estudiar en las páginas que si-
guen cómo se armonizan los fines de la propiedad eclesiástica con el 
sistema beneficial, atendida su actual regulación en el Código. Y tén-
gase presente que el legislador, en esta materia, aparte de algunas po-
cas innovaciones, recoge el mismo sistema, evolucionado durante si-
glos, cuyos orígenes nos han motivado las anteriores consideraciones. 
8. La institución beneficial constituye, hoy por hoy, una pieza 
clave en el sistema económico de la Iglesia. Y la legislación canónica 
sobre el tema está penetrada de una idea básica: constituir una masa 
patrimonial estable para poder sustentar congruamente al clérigo 
que levanta las cargas de un oficio eclesiástico. 
Por tanto, interesa estudiar de qué forma se estructura técnica-
mente ese fin del patrimonio eclesiástico, es decir, cómo se armoni-
zan en el Código las distintas prescripciones sobre el tema, de manera 
que ninguna de ellas, como es lógico, rebase el fin que todas juntas 
tienen. 
y ello, no porque pensemos que el sistema beneficial, en su regu-
lación actual, esté exento de algún matiz que pueda parecer ~xtraño 
a la unidad del patrimonio, sino más bien por entender que es misión 
del canonista integrar todos los datos positivos en la unidad teleo-
lógica de la propiedad eclesiástica, habida cuenta del texto legal 
-"concordantia canonum"-, y no viceversa. Tan aventurado sería, 
en el estudio de las instituciones canónicas, reducirse a los datos del 
texto positivo, como prescindir de ellos y su sistematización. 
Esto supuesto. adelantemos que el Código resuelve técnicamente 
el problema acogiendo la clásica distinción entre bienes dotales y ré-
. ditos beneficiales, y estableciendo entre ambos, en orden a su distinto 
tratamiento jurídico, un elemento nuevo -la personalidad del bene-
ficio 21_, con el que resulta más clara la diferenciación entre las dis-
tintas clases de bienes, y al que nos referiremos en primer término. 
---<on las ,características que se quieran-o y estaríamos igualmente en parecidas situacio-
nes a las contempladas por el can. 1473. 
20. Vid. por todos el interesante estudio de L. PÉREZ MIER, La adaptación del Dere-
cho económico, en «Teoría general de la adaptación del Código de Derecho, CarióniCO». 
Bilbao. 1961. p. 238-257. 
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9. La principal innovación del Código en materia beneficial -de-
cimos- viene significada en el can. 1409, que encuadra al beneficio 
en la categoría de los entes jurídicos. 
Si tenemos en cuenta que, con anterioidad al Código, las defini-
ciones del beneficio coincidan en asignarle la naturaleza de un de-
recho ("ius percipiendi fructus") 22, se comprenderá fácilmente que 
el principio consagrado por el legislador tenga la suficiente importan-
ciacomo para detenernos brevemente en él por sus consecuencias. 
Con independencia de la polémica actual · en torno a la personali-
dad del oficio eclesiástico 2\ se ve que el legislador ha preferido. con 
respecto al beneficio, adoptar un criterio preferentemente patrimo-
nial. Es decir, elevar el beneficio a la categoría de persona jurídica, 
no en razón del oficio, sino en atención a la función que cumple en 
el régimen patrimonial canónico, y teniendo en cuenta, sobre todo, 
que la dote y sus réditos añaden al oficio simple características patri-
moniales suficientes como para individuarlo y constituirlo en persona 
jurídica 24. 
Esta configuración jurídica del beneficio significa, en primer tér-
mino y desde un punto de vista negativo, que los bienes dotales -o 
la equivalente capacidad de poseerlos- no necesitan ningún sujeto 
de inhesión distinto del mismo beneficio. Es decir, que se evita acudir 
al propio oficio, y mucho menos a la persona del investido, para ex-
plicar la titularidad de los bienes en cuestión. 
21. Sin desconocer la historia de la evolución del beneficio en su consideración de 
persona jurídica, cuestión en la que no 'podemos entrar aquí, decimos que es un elemento 
nuevo en el sentido que el Código lo consagró legislativamente. 
22. Vid. por todos F. X. WERNZ, lus Decretalium, Romae,1899, n, n. 240, P·343· 
23. En favor, vid. M. PETRONCELLI, La provvista dell'ufficio ecclesiastico nei recenti 
diritti concordatari, Milano, 1933, p. 3-8; Contrib'uto alla personalita dell'ufficio sacro 
nell' ordinamento canonico, en «Festschrift ulrich Stulz», Stuttgart, 1938, p. 403 ss.; 
P. RESTIVO, Personalita dell'ufficio nell'ordinamento canonico, Palermo, 1942; G. MI-
CHIELS, De personalitate morali ex iPso iuris praescripto in C.I.C., en «Questioni attuali 
di Diritto Canonico», Roma, 1955, p. 39-43; G. STOCCHIERO, Il beneficio ecclesiastico 
sede plena, Vicenza, 1946, p. 130-134. 
En contra. y como representantes de una doctrina común hasta ahora, vid. V. DEL 
GIUDICE, Nozioni ... cit., p. 109-110; L. BENDER, Estne officium ecclesiasticum persona 
moralis?, en «Questioni attuali ... cit.», p. 74-92. 
24. Pennítasenos llamar la atención sobre este punto, porque convendrá tenerlo pre-
$ente en los casos en que, como la. parroquia, se corre el riesgo de confundir realidades 
distintas, a saber, parroquia, iglesia parroquial y beneficio parroquial. 
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Ello comporta, en su aspecto positivo, que en razón del fin que 
esos bienes persiguen-congrua manutención del beneficiario-, el 
legislador institucionaliza el fin de manera que el conjunto de ele-
mentos que componen el beneficio adquieren una sustantividad dis-
tinta a la que tienen por separado: se constituyen en persona ju-
rídica. 
Esta independencia del beneficio respecto de sus elementos inte-
gradores implica que así resulta más difícil confundir la persona mo-
ral con la persona física del investido 25. 
A partir del Código, la aludida confusión se torna técnicamente 
imposible, supuesto que el can. 1409 sanciona la neta separación en-
tre las suertes de estas dos personas al establecer que la persona física 
sea el instrumento, necesario pero transeunte, con el cual la entidad 
moral alcanza sus propios fines perpetuos 26, que no son otros sino 
proveer al · cultivo divino, cuidando de la manutención de unos deter-
minados ministros sagrados. 
Como fácilmente se advierte, 10 anterior se muestra rico en conse-
cuencias a la hora de estudiar la naturaleza de los derechos "in tem-
poralibus" del beneficiario, como analizaremos a propósito del can. 
1473, complemento de cuanto aquí' venimos diciendo. 
Aparte por ahora la calificación jurídica de los réditos, con res-
pecto a los bienes beneficiales es oportuno señalar que el can. 1409 
consagra, en cuanto a su titularidad, el mismo principio contenido 
en el can. 1495, 2 para todos los bienes eclesiásticos. Así, de igual ma-
nera que el can. 1495,8, introduciendo la persona moral en el ámbito 
patrimonial, puso orden en lo que se refiere al sujeto del dominio de 
los bienes eclesiásticos en general, análogamente el can. 1409, elevan-
do el beneficio a persona moral, acude al mismo procedimiento téc-
nico con respecto a unos determinados bienes eclesiásticos: los bene-
ficiales. Con lo que extiende a estos últimos los mismos fines que ya 
se predicaron de los primeros. 
25. En el terreno doctrinal, semejante confusión ha sido siempre recusable. Con todo, 
es innegable que a veces una nítida distinción no resultaba fácil. Y a ello contribuía no 
poco, en nuestra opinión, el heoho de que los bienes dotales no tuviesen un sujeto claro, 
distinto del oficio y del investido, a quien poder ser atribuídos en propiedad. 
26. Cfr. E. RUFFINI AVONDO, Il can. I409 del C.l.C. Contributo alZa dottrina delle 
persone giuridiche, en «n Dir. Ecc.», XLI (1930), p. 547. 
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Obsérvese, sin embargo, que hablamos de la propiedad de los bie-
nes dotales, los cuales pueden ser, según el can. 1410, de muy distinta 
naturaleza. 
Es oportuno, por tanto, preguntarse: ¿todos los bienes dotales 
pertenecen en propiedad al beneficio o sólo aquellos bienes materia-
les "quorum proprietas est penes ipsum ens iuridicum" (can. 1410)? 
Es decir, ¿también -yen qué medida- pertenecen al beneficio las 
prestaciones ciertas y debidas de alguna familia o persona moral, las 
ofrendas ciertas y voluntarias de los fieles, los llamados derechos de 
estola y las distribuciones corales? 
Ello nos da ocasión,dentro de los reducidos límites de esta ponen-
cia, para referirnos a esta última clase de bienes, en los cuales corre 
mayor peligro la distinción entre dote y réditos. 
10. Es claro que la palabra dote, con la que se designa la fuente 
de los réditos beneficiales (ce. 1409, 1410, 1451, 1), señala aquel sus-
trato patrimonial sobre el que se constituye el derecho del beneficia-
rio a los réditos . 
. En tal sentiao, se ha podido decir con razón que la dote no cons-
tituye el derecho, sino el presupuesto y el elemento patrimonial del 
mismo 27. Lo que resulta evidente recordando, a la vista del can. 1409, 
que la dote nunca se podrá confundir con el "ius percipiendi reditus". 
Consecuencia inmediata es que, en todo beneficio, deberá distin-
guirse con claridad entre los réditos y su fuente, cualquiera que és-
ta sea. 
Sobre los primeros, se constituye el derecho del beneficiario en la 
forma que veremos. En cambio, la fuente de los réditos radicará siem-
pre en la misma persona jurídica del beneficio. Hasta el punto, se ha 
afirmado, que precisamente por esta razón, es decir, para que siem-
pre pueda existir, con carácter estable, relación jurídica entre una 
persona y la dote -incluso cuando falta el titular-, se ha constituÍ-
do el beneficio en entidad moraPs . 
. Todo ello no presenta especiales dificultades de explicación cuan-
27· Cfr. G . STOCCHIERO. 11 ,diritto del beneficiario «in temporalibus», en «Studi in 
onore di C. Calisse», Milano, 1939. n, p. 84. 
28. Cfr. L. BENDER. Estue officium ... cit., p. Sg. 
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do la dote del beneficio está constituída por aquella clase de bienes 
"quorum proprietas est penes ipsum ens iuridicum" (can. 1410). Se 
trata normalmente de bienes inmuebles anejos a un oficio como do-
tación, y cuya raíz histórica, en la mayor parte de los casos, huelga 
poner de manifiesto. Bien se ve que, con respecto a enos, diferenciar-
los de sus réditos resulta fácil . 
. No ocurre lo mismo cuando se trata de aquellos otros bienes enu-
merados en el can. 1410, y que han dado origen a la extensión, y aun 
flexibilidad, del concepto de dote, innovación también del Código. 
En primer término, porque esos bienes, a · diferencia de los prime-
ros, no están normalmente constituídos como masas patrimoniales es-
tables, ya que a todos ellos es común una cierta nota de dinamicidad, 
y en casos también de inconcreción, que se comprueba con sólo repa-
sarlos: prestaciones ciertas y debidas, ofrendas ciertas y voluntarias, 
derechos de estola,distribuciones corales. 
y nos preguntamos: ¿significa la extensión del concepto de dote 
que toda esta segunda clase de bienes, a diferencia de los tradiciona-
les bienes rentables, ante la dificultad de considerarlos como benefi-
ciales ("quorum proprietas est penes ipsum ens iuridicum"), son atri-
buídos en propiedad al beneficiario? Y entonces, ¿cómo decir de ellos 
que pueden constituir la dote beneficial (can. 1410), sin incurrir en 
el absurdo de que ésta sea propiedad del beneficiario? En fin, en los 
supuestos de que parte de ellos puedan pertenecer al beneficio, ¿cómo 
conservar su vinCulación a los fines del patrimonio? Cuestiones todas 
de ineludible coordinación para quien intente una mayor claridad en 
tdda esta interesante materia. 
11. Algún autor ha acudido, para justifica~ la personalidad del 
beneficio carente de bienes en el momento de su erección: a la distin-
ción entre la "capacitas possidendi" y la "possesio actualis" 29. 
Sin pretender minimizar semejante distinción, el problema aquí 
no reside tanto. si lo entendemos bien, en que los bienes que extien-
den el concepto de dote no sean suficientes para justificar la erección 
del beneficio -lo que nos parece indiscutible-, sino sobre todo en 
precisar de quién debe predica"se esa "capacitas possidendi", si de la 
29. !bid., p. 90. 
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entidad beneficio o del beneficiario. Y si se entiende del beneficio, 
como nos parece dbvio, ¿de qué forma se puede sostener que las pres-
taciones, ofrendas, etc., pertenezcan al rector de la Iglesia? 
El problema va íntimamente unido a la "intentio in iure funda-
ta" que corresponde al párroco sobre algunas de esas oblaciones, y 
que ahora soslayamos 30. 
A nuestro modo de ver, la cuestión planteada más arriba se allana 
extraordinariamente si sabemos distinguir en los bienes que consti-
tuyen la dote -cualquiera que ellos sean- lo que tienen de "fons 
divitiarum" y de riqueza efectiva. Y que ello es aplicable a la segunda 
categoría de bienes contemplados en el can. 1410 con todas las conse-
cuencias en orden a su adjudicación, según sean fuentes o réditos y. 
por tanto, en orden al sujeto de dichos bienes. 
Sólo así creemos poder armonizar que, con respecto a los bienes 
tradicionalmente beneficiales, el Código atribuya su propiedad al be-
neficio, mientras que respecto de los restantes -ofrendas, derechos, 
distribuciones- se pueda decir que pertenecen, al menos en parte, al 
beneficiario. 
En suma, de lo prescrito en el can. 1410 cabe deducir, según cree-
mos, que una cosa son las ofrendas, derechos de estola y distribucio-
nes corales en cuanto debidas al beneficio en razón del fin de la sus-
tentación del clérigo principalmente -fuentes patrimoniales- y otra 
muy distinta, y netamente separable jurídicamente, la consideración 
que esas fuentes patrimoniales tienen como "reditus ex dote". De for-
ma, podemos añadir, que al beneficiario corresponde únicamente 
mantenerse en manera congrua de lo que produzcan esas fuentes pa-
trimoniales, las cuales lógicamente siguen radicadas en el beneficio, 
como en principal sujeto al que se atribuyen, incluso en el caso de 
que carezca de titular, hasta el punto de acrecer entonces la masa 
beneficial cuando se hacen efectivas. 
Así entendidas, creemos encontramos ya en condiciones de res-
ponder adecuadamente a todas aquellas aperentes contradicciones 
que nos introdujeron en el estudio de esta cuestión. 
30. Vid. L. VICENTE CANTIN, Derecho del Párroco a las oblaciones de los fieles, Za-
ragoza. 1959. 
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Y, en primer lugar, que no son sustancialmente distintos, :en or-
den a la constitución y función de la dote, los clásicos bienes. benefi: .. 
ciales y las ofrendas, derechos y distribuciones corales. 
Después, y consecuentemente, que se puede decir con toda ra-
zón, como hace el can. 1410, que estos últimos bienes constituyen la 
dote, sin incurrir en el absurdo de que ésta sea propiedad del investido. 
Finalmente, que el hecho de su pertenencia al beneficiario en con-
cepto de réditos beneficiales se armoniza perfectamente con ladoc .. 
trina de los fines del patrimonio eclesiástico y, más concretamente, 
con la congrua manutención de parte del clero, fin específico del sis-
tema beneficial. Sobre todo, si pensamos que a todos estos bienes que 
venimos considerando se extienden, en su concepto de réditos perci-
bidos por el investido, la distinción entre 10 necesario y lo superfluo; 
con su correspondiente tratamiento jurídico, establecida en el ca~ 
non 1413, que contemplaremos seguidamente 31. 
12. Como es sabido, la estructuración jurídica de los réditos be-
neficiales, sobre los cuales se constituyen los derechos temporales del 
investido, está contenida fundamentalmente en el can. 1473. 
El legislador, sin duda en atención a los fines de los bienes dotales 
-bienes eclesiásticos-, ha acudido allí a un doble criterio para fijar 
el destino de los réditos beneficiales. 
Por una parte, atendido el fin principal de la dote -honesta sus-
tentación-, habla de los réditos necesarios para el cumplimiento de 
ese fin. Sobre ellos se constituye el concepto jurídico de "congrua", 
cuya estimación, dentro de unos criterios normales, bien se ve que es. 
variable y, en todo caso, de apreciación moral. De ella, en suma, pue-
de disponer libremente el beneficiario ("libere uti frui"), aun cuando 
tenga otros bienes personales. 
Por otro lado, teniendo en cuenta los restantes fines a que los 
bienes dotales continúan secundariamente vinculados en cuanto bie-
31. Nos hubiera gustado matizar más cómo se cumple lo que afirmamos en el texto, 
entrando en la. especificación de los distintos réditos según la fuente de donde provienen. 
Pero, dado el carácter de estas líneas, deberemos contentamos con dejarlo para una ulte-
rior ocasión. Con todo, respecto de los derechos de estola y su vinculación a la obligación 
de lo superfluo -cuestión más debatida históricamente--, un resumen del problema, adop-
tando también una solución afirmativa, vid. en M. -CABREROS DE ANTA; Los derechos de 
estola y la obligación de la limosna, en «Estudios Canónicos», Madrid, 1956, p. 223-229. 
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nes eclesiásticos, el can. 1473 cohtempla una segunda clase de rédi-
tos, que se califican de superfluos porque exceden de los que consti-
tuyen la congrua sustentación. 
Aparte de que hoy el problema, estadísticamente, sea más doctri-
nal que práctico, pues la mayoría de los benefIciados a duras penas 
consiguen atender a su decoroso sustento con los réditos beneficiales, 
varias son las cuestiones que plantea el citado canon. 
13. En aras de la síntesis pretendida en estas páginas, creemos 
que todas las cuestiones que se pueden presentar en tomo al can. 1473 
se reconducen, directa o indirectamente;' a esta primera y principal: 
¿los derechos temporales del beneficiario -se constituyen solamente 
sobre los réditos que integran la congrua, o también se extienden a 
los réditos superfluos? -
Prescindiendo ahora de la naturaleza jurídica de los derechos del 
beneficiario "in temporalibus" 32, así como de las múltiples cuestio-
nes históricas a que ha dado lugar el tema, si atendemos solamente a 
ia regulación del Código nos parece evidente que los derechos tempo-
rales se constituyen sobre todos los réditos, los necesarios y los su-
perfluos. --
_ Para comprobar tal solución, bastaría considerar la propia redac-
cjón ,del can. 1473: ei investido puede disponer libremente de unos 
réditos (necesarios), pero queda obligado a actuar el fin de los otros 
(superfluos) . Malamente podría quedar obligado, con respecto a estos 
últimos, de disponer de ellos en favor de los pobres o causas pías, si 
previamente esos réditos no hubiesen pasado a manos dEÜ benefi-
ciario 33. 
,Esta solución adoptada en el can. 1473 está en perfecta armonía 
- 32. Vid. G. STOCCHIERO, Il diritto del beneficiario . .. cit.; D. SCHIAPPOLI, I diritto 
dell'investito relativamente si beni -costituenti la dote del beneficio, en ((Arohivio di diritto 
ecclesiastioo)), IV (1962), p. 103-129 Y 207-236; -E . MAZZACANE, Brevi considerazioni sul 
diritto del benefici<l1'io in temporalib-us, en ,dI Dir. Ecc.)) , LXII (1951), p. 1140-1157 ; 
G. STOCCHIERO, Il beneficio ecclesiastico. 2.& t;d., 1. Vicenza, 1943-1946, p . 301-317. 
_ 33. Este es el punto de partida, a nuestro entendec, para un correcto planteamiento 
de la naturaleza de la ((obligatio impendendi superflUOS)) . También deberemos dejar para 
ocasión más propicia el estudio de esta cuestión, que la doctrina normalmente sustancia 
acudiendo al expediente de que es una obligación moral, no jurídica, aunque no falten 
opiniones en este -último sentido (Vid., p. e., P . CARON, Il valore giuridico delle esortazio-
ni del legislatore nel diritto canonico, en ((Studi in onore di V. del Giudice)). n. p . 
125~i49) · 
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con el can. 1409, elemental en materia benefici~, que habla de un 
"ius percipiendi reditus ex dote", sin especificar ninguna clase de 
frutos, y dando a entender que el derecho del beneficiario se consti-
tuye sobre todos ellos. 
Se podría ver, en la solución acogida por el can. 1473, una tergi-
versación de los fines de la propiedad eclesiástica o, lo que es igual, 
que extender los derechos temporales a los réditos superfluos está en 
contradicción con lo primordialmente intentado con el beneficio. a 
saber, la congrua manutención del investido. 
Una semejante objeción lleva consigo, en nuestra opinión, la con-
fusión de los datos doctrinales con las soluciones de técnica jurídica. 
Por ello es necesario advertir, en primer término, que los réditos, 
una vez en poder del beneficiario, no tienen ya consideración jurídi-
ca de bienes eclesiásticos. Lo contrario equivaldría a considerar al 
clérigo poco menos que persona moral eclesiástica -confundir be-
neficio y beneficiario--, o atribuir a la ordenación sacerdotal una 
transcendencia jurídica en orden a mudar la naturaleza de los bie-
nes que sirven de sustento al clérigo -convertir esos bienes de pro-
fanos en sacros-, indudablemente extraña al carácter sacerdotal. 
Pero, además, conviene tener presente otra razón importante en 
que nos fundamos para entender que, según el can. 1473, los dere-
chos temporales se extienden a todos los réditos. Esa razón es el mis-
mo concepto de congrua. 
En efecto, dado su carácter estimativo y su variabilidad, resulta 
punto menos que imposible, y desde luego técnicamente menos per-
fecto, hablar de que los derechos temporales se constituyen solamen-
te sobre los réditos necesarios y congruos, como en un terreno ideal 
-pura doctrina- sería preferible. Piénsese solamente en las düicul-
tades y complicaciones a que se prestaría determinar en cada caso 
la congrua. Y si se dejase, como sería forzoso, vinculada a unos cri-
terios establecidos en el propio Código, las inseguridades a que daría 
lugar son fácilmente imaginables. Sería, en suma, un continuo semi-
llero de problemas de toda índole, que el Derecho, en su función es-
tructuradora y normativa, debe intentar soslayar. 
Idéntica situación se produciría si, a la vista del can. 1473, se 
entendiese que el beneficiario sólo adquiere en propiedad los réditos 
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necesarios. Y nada digamos en el caso de que ni siquiera se predicase, 
con respecto a estos réditos, una relación dominical, sino otra infe-
rior. Llegariamos al absurdo de considerar al beneficiario como pro-
pietario (usufructuario, etc.), únicamente de aquellos frutos que se 
fueran mostrando necesarios en la práctica, pues incluso determinán-
dolos "a priori" con un criterio estimativo, cabría hablar, al menos 
en algunos casos, de frutos superflu9s distintos de los parsimoniales. 
14. Entendemos, en consecuencia, que la solución del can. 1473 
atiende técnicamente a superar todas estas contradicciones, mante-
niendo inmutable la doctrina, es decir, los fines del patrimonio ecle-
siástico. 
Ello se consigue con el juego que el legislador hace de los térmi-
nos "libere" y "obligatio". Así, el investido adquiere todos los réditos, 
disfruta "libere" solamente los necesarios, y adquiere con un preciso 
"onus" los superfluos 34. 
Para ilustrar el "libere" ha de tenerse en cuenta que originaria-
mente 35 significa independencia de cualquier posible ingerencia. sin-
gularmente patronal, en la disposición de los réditos necesarios. Pe-
ro. al mismo tiempo, quien viese en el citado término una tergiversa-
ción de los · fines de la propiedad eclesiástica, aparte de confundir la 
persona moral con la del investido, entendería el derecho de proPie-
dad en un sentido tan individualista, que no podemos compartir. 
En cuanto al "onus" que pesa sobre el beneficiario con respecto a 
los bienes superfluos. se puede aclarar si tenemos presente -es una 
pura analogía- lo que ocurre, en otro orden de cosas, con el here-
dero fideicomisario, que recibe en propiedad los bienes objeto del fi-
deicomiso, con la obligación de darles el destino correspondiente. So-
lución, como se advierte, eminentemente técnica, que encuadra la 
consecución de un determinado fin patrimonial. 
Ánálogamente, ante la imposibilidad de una determinación "a 
34. Ya WERNZ habl3Jba de que los superfluos pasaban a la propiedad del beneficiario 
,'cum onere" (Vid. op. cit .• lII. p. 210-2II). 
35. Es notable, y no suelen ponerlo de manifiesto los autores, que en las fuentes del 
can. 1473 'Únicamente se utiliza el "libere" con el sentido indicado en el texto: «Patroni 
autem beneficiorum ... in perceptione fructuum, proventuum, obventionum quorumcum-
que beneficiorum ... nullatenus, nullave causa, vel occassione se ingerant; sed illos libere 
rectori, seu benefíciato, non obstante etiam quacumque consuetudine, distrlibuendo di-
mittant" (Conc. Trident., sess. XXV, de ref., c. 9). 
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priori" de los réditos superfiuos, el ordenamiento establece una sepa-
ración ideal con respecto a los necesarios, y los sitúa también en el 
beneficiario, que se constituye así en "longa manus" de la Iglesia 
para darles el fin debido. 
15. ¿Estaría, finalmente, el investido obligado a restituir en caso 
de incumplimiento de esta última obligación? 
Huelga decir que la doctrina común, con variados y no siempre 
convincentes argumentos, hace tiempo que abandonó aquellas opi-
niones de antiguos canonistas, demasiado apegados todavía a fórmu-
las carentes en sí mismas de significación jurídica, que afirmaban el 
deber de la restitución. 
Por supuesto, ni los pobres ni las causas pías tienen título exigiti-
vo alguno para que, con el incumplimiento de la señalada obligación, 
se les pueda considerar defraudados en su derecho. Ni cabe hablar 
aquí de un interés jurídicamente protegido. La hipotética restitución. 
por tanto, solamente se plantearía con respecto al mismo patrimonio 
eclesiástico. 
Añadamos, sin embargo, que precisamente deja de tener sentido 
la restitución desde el momento en que los réditos, una vez separados 
de la dote, pierden su consideración de bienes beneficia1es, integra-
dores por tanto del patrimonio eclesiástico. Evitar la restitución es, 
según creemos, la principal consecuencia técnica, desde el punto de 
vista negativo, de que los derechos temporales del investido abarquen 
también los superfiuos, es decir, la principal consecuencia nega-
tiva de la propiedad del investido sobre todos los réditosbeneficiales. 
Positivamente, se pretende enderezar el sentido del derecho de 
propiedad sobre los réditos superfluos en favor de los pobres y causas 
pías, para que las dificultades de toda índole a que daría lugar un 
tratamiento jurídico distinto no empañen los fines que tienen esos 
réditos superfiuos; y que no se justifique con la solución técnica un 
desconocimiento de la ineludible cuestión doctrinal. Es éste, en suma, 
un caso típico .en que la Caridad se hace Derecho. 
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